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Artículo 3.- Ámbito de aplicación. Esta ley se aplicará sobre los elementos de la 
biodiversidad que se encuentran bajo la soberanía del Estado, así como sobre los 
procesos y las actividades realizados bajo su jurisdicción o control, con 
independencia de aquellas cuyos efectos se manifiestan dentro o fuera de las zonas 
sujetas a jurisdicción nacional. Esta ley regulará específicamente el uso, el manejo, 
el conocimiento asociado y la distribución justa de los beneficios y costos derivados 
del aprovechamiento de los elementos de la biodiversidad. 

Artículo 8.- Función ambiental de la propiedad inmueble. Como parte de la función 
económica y social, las propiedades inmuebles deben cumplir con una función 
ambiental. 

Artículo 10.- Objetivos. Esta ley procura alcanzar los siguientes objetivos:… 

12.- Promover la adopción de incentivos y la retribución de servicios ambientales 
para la conservación, el uso sostenible y los elementos de la biodiversidad. 

Artículo 13.- Organización. Para cumplir los objetivos de la presente ley, el Ministerio 
del Ambiente y Energía coordinará la organización administrativa encargada del 
manejo y la conservación de la biodiversidad, integrada por: 

a) La Comisión Nacional para la Gestión de la Biodiversidad. 

b) Sistema Nacional de Áreas de Conservación. 

Artículo 22.- Sistema Nacional de Áreas de Conservación. Créase el Sistema Nacional 
de Áreas de Conservación, en adelante denominado Sistema, que tendrá personería 
jurídica propia; será un sistema de gestión y coordinación institucional, 
desconcentrado y participativo, que integrará las competencias en materia forestal, 
vida silvestre, áreas protegidas y el Ministerio del Ambiente y Energía, con el fin de 
dictar políticas, planificar y ejecutar procesos dirigidos a lograr la sostenibilidad en el 
manejo de los recursos naturales de Costa Rica. 

Conforme a lo anterior, la Dirección General de Vida Silvestre, la Administración 
Forestal del Estado y el Servicio de Parques Nacionales ejercerán sus funciones y 
competencias como una sola instancia, mediante la estructura administrativa del 
Sistema, sin perjuicio de los objetivos para los que fueron establecidos. Queda 
incluida como competencia del Sistema la protección y conservación del uso de 
cuencas hidrográficas y sistemas hídricos. 

Artículo 23.- Organización administrativa del Sistema. El Sistema estará conformado 
por los siguientes órganos: 

1.- El Consejo Nacional de Áreas de Conservación. 

2.- La Secretaría Ejecutiva. 

3.- Las estructuras administrativas de las Áreas de Conservación. 



4.- Los consejos regionales de Áreas de Conservación. 

5.- Los consejos locales. 

Artículo 35.- Financiamiento. El Sistema Nacional de Áreas de Conservación deberá 
diseñar mecanismos de financiamiento que le permitan ejercer sus mandatos con 
agilidad y eficiencia. Dichos mecanismos incluirán transferencias de los presupuestos 
de la República, o de cualquier persona física o jurídica, así como los fondos propios 
que generen las áreas protegidas, incluyendo las tarifas de ingreso, el pago de 
servicios ambientales, los canjes de deuda, los cánones establecidos por ley, el pago 
por las actividades realizadas dentro de las áreas protegidas y las donaciones. 

Artículo 36.- Instrumentos financieros. Para los efectos del artículo anterior, se 
autoriza al Sistema para administrar los fondos que ingresen al Sistema por 
cualquier concepto, por medio de fideicomisos u otros instrumentos, ya sean estos 
para todo el sistema, o específicos para cada Área de Conservación. El Fondo de 
Parques Nacionales, creado por la Ley de Creación del Servicio de Parques 
Nacionales, No. 6084, de 24 de agosto de 1977, se transforma en el Fideicomiso de 
áreas protegidas, dedicado exclusivamente a los fines para los que fue creado, a 
partir de ahora incluso al financiamiento de actividades de protección y consolidación 
en las otras categorías de áreas protegidas de propiedad estatal. 

Artículo 37.- Pago de servicios ambientales.  En virtud de programas o proyectos de 
sostenibilidad debidamente aprobados por el Consejo Nacional de Áreas de 
Conservación y por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, por parte de 
las instituciones o los entes públicos competentes para brindar un servicio real o 
potencial de agua o de energía, que dependa estrictamente de la protección e 
integridad de un Área de Conservación, la Autoridad Reguladora de los Servicios 
Públicos podrá autorizar para cobrar a los usuarios, por medio de la tarifa pertinente, 
un porcentaje equivalente al costo del servicio brindado y a la dimensión del 
programa o proyecto aprobado. 

Trimestralmente, el ente al que corresponda la recolección de dicho pago deberá 
efectuar las transferencias o los desembolsos de la totalidad de los recursos 
recaudados al Fideicomiso de las áreas protegidas, que a su vez deberá realizar, en 
un plazo igual, los pagos respectivos a los propietarios, poseedores o 
administradores de los inmuebles afectados, y los destinará a los siguientes fines 
exclusivos: 

1.- Pago de servicios por protección de zonas de recarga a propietarios y poseedores 
privados de los inmuebles que comprenden áreas estratégicas definidas en forma 
conjunta por los Consejos Regionales de las Áreas de Conservación y las 
instituciones y organizaciones supracitadas. 

2.- Pago de servicios por protección de zonas de recarga a propietarios y poseedores 
privados, que deseen someter sus inmuebles, en forma voluntaria, a la conservación 
y protección de las Áreas, propiedades que serán previamente definidas por los 
Consejos Regionales de las Áreas de Conservación. 

3.- Compra o cancelación de inmuebles privados situados en áreas protegidas 
estatales, que aún no hayan sido comprados ni pagados. 



4.- Pago de los gastos operativos y administrativos necesarios para el mantenimiento 
de las áreas protegidas estatales. 

5.- Financiamiento de acueductos rurales, previa presentación de evaluación de 
impacto ambiental que demuestre la sostenibilidad del recurso agua. 

Para el cumplimiento de este artículo, el área de conservación respectiva deberá 
establecer un programa que ejecute estas acciones. 

Artículo 38.- Autofinanciamiento. El Sistema utilizará en las Áreas de Conservación, 
para su funcionamiento, la totalidad de los fondos que generen sus actividades, tales 
como las tarifas de ingreso a las áreas protegidas o las concesiones de servicios no 
esenciales. 

Estos serán administrados por medio del Fideicomiso de áreas protegidas. Los fondos 
que generen las áreas protegidas serán exclusivamente para su protección y 
desarrollo, en ese orden de prioridad. 

El Consejo Nacional de las Áreas de Conservación será el órgano que definirá los 
presupuestos anuales, de manera que el Sistema se fortalezca en su integridad. 

Artículo 41.- Fondos y recursos existentes. Además, para el fiel cumplimiento de los 
fines y objetivos de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre, No. 7317, de 30 de 
octubre de 1992; la Ley Forestal, No. 7575, de 13 de febrero de 1976; la Ley de 
Creación del Servicio de Parques Nacionales, No. 6084, de 24 de agosto de 1977, y 
la Ley Orgánica del Ambiente, No. 7554, de 4 de octubre de 1995, atender los gastos 
que deriven de ellas, el Sistema contará con los aportes de los presupuestos de la 
República y los recursos de los fondos ya existentes en el Sistema, los cuales podrán 
administrarse bajo la figura de un fideicomiso o con los instrumentos financieros que 
se definan. 

Artículo 42.- Tarifas 

Autorízase al Sistema para cobrar precios diferentes a residentes y no residentes en 
el país, por concepto de tarifas de ingreso a todas las áreas protegidas estatales, así 
como por la prestación de servicios en las áreas. Asimismo, se le autoriza para 
cobrar tarifas diferenciadas, según el área protegida y los servicios que brinde. El 
Sistema fijará las tarifas conforme a los costos de operación de cada zona protegida 
y los costos de los servicios prestados. Igualmente, las revisará cada año, a fin de 
ajustarlas de acuerdo con el índice de precios al consumidor. 

Artículo 100.- Plan de incentivos  

El Ministerio del Ambiente y Energía y las demás autoridades públicas aplicarán 
incentivos específicos de carácter tributario, técnico-científico y de otra índole, a 
favor de las actividades o los programas realizados por personas físicas o jurídicas 
nacionales, que contribuyan a alcanzar los objetivos de la presente ley. 

Los incentivos estarán constituidos, entre otros, por los siguientes: 



1.- Exoneración de todo tributo para equipos y materiales, excepto automotores de 
cualquier clase, que el reglamento de esta ley defina como indispensables y 
necesarios para el desarrollo, la investigación y transferencia de tecnologías 
adecuadas para la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad. 

La exoneración se otorgará por una sola vez en cuanto a equipos. Todas se 
otorgarán mediante autorización del Ministerio de Hacienda, previa aprobación del 
estudio respectivo debidamente justificado por el Ministerio del Ambiente y Energía. 

2.- Reconocimientos públicos como el distintivo Bandera Ecológica. 

3.- Premios nacionales y locales para quienes se destaquen por sus acciones en favor 
de la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad. 

4.- Pago de servicios ambientales. 

5.- Créditos favorables para microempresas en áreas de amortiguamiento. 

6.- Cualquier otro vigente en la Ley de promoción del desarrollo científico y 
tecnológico, No. 7169, de 26 de junio de 1990, y otras leyes, en el tanto permita 
alcanzar los objetivos previstos en esta ley. 

Artículo 103.- Eliminación de incentivos negativos. El Ministerio del Ambiente y 
Energía y las demás autoridades públicas, tomando en consideración el interés 
público, deberán revisar la legislación existente y proponer o realizar los cambios 
necesarios para eliminar o reducir los incentivos, negativos para la conservación de 
la biodiversidad y su uso sostenible y proponer los desincentivos apropiados. 

Artículo 115.- Refórmase el artículo 11 de la Ley de Conservación de la Vida 
Silvestre, No. 7317, de 21 de octubre de 1992. El texto dirá: 

“Artículo 11.- Con el objeto de hacer cumplir los fines de esta ley y atender los 
gastos que de ello se deriven, el Sistema Nacional de Áreas de Conservación del 
Ministerio del Ambiente y Energía y la Comisión contarán con el cincuenta por ciento 
(50%) de los recursos del Fondo de Vida Silvestre, los cuales estarán constituidos 
por: 

1.- El monto resultante del timbre de Vida Silvestre. 

2.- Los montos percibidos por concepto de permisos y licencias. 

3.- Los legados y las donaciones de personas físicas y jurídicas, organizaciones 
nacionales e internacionales, privadas o públicas, y los aportes del Estado o sus 
instituciones. 

4.- El monto de las multas los comisos que perciba de conformidad con la presente 
ley. 

 


